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RESOLUCION N°.
DEL XX DE XXX DE XXX.
“POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE UN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONATORIO Y SE IMPONE SANCION”

EL SUBSECRETARIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL DE ITAGÜI

En ejercicio de sus facultades legales, estatutarias y constitucionales, en especial los artículos 2, 78 y 209 de la Constitución Política, la Ley 9 de 1979, la Ley 715 de 2001, la Ley 1437 de 2011, el Decreto Único Reglamentario 780 de 2016, el Decreto 3518 de 2016, el Decreto Municipal 744 de 2020, el Decreto Municipal (Agregar el número del Decreto de nombramiento del Subsecretario de Salud Pública para el momento de expedición del auto) y demás normas concordantes, previo las siguientes: 
CONSIDERACIONES
Que de conformidad con el artículo 44.3.5 de la Ley 715 de 2011 el Estado, a través de sus autoridades sanitarias tiene como deber preservar la salud pública y ejercer en su jurisdicción las labores de inspección, vigilancia y control sobre el cumplimiento de la normatividad sanitaria vigente en los establecimientos y espacios donde se desarrollen actividades que puedan generar factores de riesgo que afecten la salud humana. 

Que conforme a lo dispuesto en el artículo 2.8.8.1.4.2 del Decreto 780 de 2016, corresponde a la Secretaría de Salud y Protección Social de Itagüí, ejercer la función de inspección, vigilancia y control de los establecimientos de comercio y/o instalaciones acuáticas que presten sus servicios dentro de la jurisdicción, para garantizar la protección y cumplimiento del bien jurídico de la salud pública. Así mismo, corresponde a las autoridades sanitarias adoptar las medidas sanitarias que garanticen la protección de la salud pública y el cumplimiento de lo dispuesto en las normas sanitarias, así como adelantar los procedimientos y aplicar las sanciones a que hubiere lugar.

Que de acuerdo con el artículo primero del Decreto Municipal No. 744 de 2020 “Por medio del cual se hace una delegación”, corresponde a la Subsecretaría de Salud Pública de la Secretaria de Salud y Protección Social del municipio de Itagüí resolver en primera instancia y según sus competencias los procedimientos administrativos sancionatorios que se tramiten en la Secretaría de Salud y Protección Social en materia sanitaria.
Procede el despacho a efectuar el análisis de los elementos probatorios allegados al expediente y que fundamentan la presente decisión, examinando los hechos que constituyen materia de la investigación, las pruebas que reposan en el mismo, y aplicando para ello las reglas de la sana crítica y objetividad, con el fin de decidir de fondo, sancionando o exonerando a la presunto infractor en el proceso sancionatorio que hoy nos ocupa, por los cargos formulados. 

Ahora bien, corresponde entonces como medida de control, analizar la forma como se adelantó la actuación administrativa, pues tal como lo impone el principio de eficacia, se deben evitar todas las irregularidades que minen o afecten el derecho al debido proceso, y que puedan afectar la presente decisión, por lo que, una vez realizado el citado control, no se observa irregularidad que deba ser corregida o subsanada, tal como lo señala el artículo 41 de la Ley 1437 de 2011. 

Realizado este control de legalidad, se buscará determinar cómo autoridad sanitaria, si las condiciones encontradas durante las visitas de IVC (Inspección, vigilancia y control), practicadas al establecimiento inspeccionado, quebrantaron la normatividad sanitaria, y, si la presunto infractor es la responsable de dicha situación, o de garantizar las buenas condiciones sanitarias. 

Para abordar este cometido jurídico se procederá en el orden establecido en el artículo 49 de la Ley 1437 de 2011, a saber: 1- Individualización de la persona natural o jurídica investigada; 2- Análisis de hechos y pruebas; 3- Normas Infringidas con los hechos probados; 4- La decisión final de archivo o sanción y la correspondiente fundamentación. 

I. INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PERSONA NATURAL O JURÍDICA INVESTIGADA

Es preciso señalar que, mediante Auto N° XXX del XX de XXXXXX de XXXX (en adelante auto de apertura), la Subsecretaría de Salud Pública ordenó dar apertura al presente procedimiento administrativo sancionatorio y formular cargos en contra del señor XXXXXXXXXXX, identificado con la cédula de ciudadanía N° xxxxxxxx en calidad de propietario y/o representante legal del (Establecimiento de Comercio y/o instalación acuática) denominado XXXXXXXXXXX, ubicado en la xxxxxxxxxX, del municipio de Itagüí. Acto administrativo notificado (indicar el medio de notificación: si fue personal, por aviso o por el portal web) el día xxxxx de xxx de XXXX. 

Esta individualización se pudo realizar de acuerdo con la información suministrada por las actas de visita de IVC (Inspección, vigilancia y control) (Además de relacionar los documentos como: certificado de existencia y representación, rues, adres y otros que se encuentren en la carpeta por medio de los cuales se logra individualizar)
II. ANALISIS DE HECHOS Y PRUEBAS

La Subsecretaría de Salud Pública del municipio de Itagüí, como autoridad sanitaria competente para resolver el asunto en análisis, procede al estudio de los hallazgos registrados por los funcionarios de IVC de esta dependencia, que motivaron el inicio de la presente actuación administrativa, destacando que, para ello obra en el expediente el siguiente material probatorio:
(Relacionar el material probatorio conferido por parte de la autoridad sanitaria)
En las mencionadas actas se evidenciaron los siguientes hallazgos:  

(Relacionar los hallazgos objeto de inicio de la actuación procesal)
Las pruebas documentales antes señaladas, en donde se especifican las conductas objeto de incumplimiento de las normas higiénico sanitarias encauzadas en la presente investigación, tienen la calidad de documentos públicos en virtud de lo establecido en los artículos 243 y 257 del Código General del Proceso, por cuanto fueron realizados por el funcionario Público en ejercicio de las funciones de su cargo o con su intervención, y dan fe de su otorgamiento, de su fecha, y de las declaraciones que en ellos se hace, los funcionarios y personas que las suscribieron. 

Así las cosas, tanto el acta de inspección y control como el acta de aplicación de medida sanitaria, son medios concluyentes que acreditan los hallazgos consignados en ellas, por lo que por tratarse de un documento público da fe de los hechos allí mencionados, en tanto no se demuestre lo contrario, situación que no ocurre, pues la parte investigada nada dijo sobre la legitimidad del acta, y tampoco hizo manifestación sobre la autenticidad de las mismas; finalmente, no se cuestionó la veracidad de los hechos allí descritos, por lo tanto para la Secretaría de Salud y Protección Social goza de toda credibilidad. 

Es importante precisar que el artículo 167 de la ley 1564 de 2012, consagra la carga de la prueba, donde señala: incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen, es decir, que, quien expone determinado argumento debe sustentarlo a través de los medios de prueba. 

El despacho debe anotar que el objeto de la presente diligencia es establecer con grado de certeza si para el día de la visita se estaban cumpliendo o no, las disposiciones que en materia sanitaria están consagradas para los establecimientos de este tipo; en torno a ello, y al cotejar las actas que obran dentro del expediente, se evidencia que para la visita realizada el (Fecha de la primera visita), el establecimiento de comercio (Nombre del Establecimiento de Comercio o Instalación Acuática), no cumplía con los parámetros sanitarios establecidos, toda vez que el establecimiento no cumplía con las normas sanitarias para prestar sus servicios al público.
2.2 De los Descargos 

En atención a los documentos anteriormente citados, se expidió el auto de apertura, al (la) señor (a) XXXXXXXXXXXXXXXXXXX, identificado(a) con cédula de ciudadanía No. XXXXXXXX, es importante poner de manifiesto que la diligencia de notificación se realizó (Indicar medio de notificación: si es personal, por aviso o portal Web y la fecha) es decir, que desde (Indicar fecha en la que inició el término para presentar los descargos y la fecha en la que terminó), el (la) investigado (a) contó con un término de quince (15) días hábiles otorgados por la ley para ejercer su derecho de defensa presentando el escrito de descargos y solicitando o aportando todas las pruebas que hubiese creído conducentes, pertinentes y útiles dentro del proceso de acuerdo a los hallazgos que evidenció la Secretaria de Salud en la visita al establecimiento; tiempo en el cual el(la) presunto (a) infractor (a) (Indicar si el presunto infractor aportó descargos, la fecha y el radicado).
Posteriormente dentro del procedimiento administrativo sancionatorio se expidió el Auto N°. xx del xx de xxxx de xxxx, por medio del cual se decretó la práctica de pruebas, (Relacionar todas las pruebas que fueron decretadas al presunto infractor) 
(Valorar las pruebas decretadas al presunto infractor bajo los criterios de pertinencia, conducencia y utilidad).
2.3 De los alegatos de conclusión 

Mediante Auto N°. xxx del xx de xxxx de xxxx, se dio traslado al(la) señor(a) XXXXXXXXXXXXX, identificado (a) con cédula de ciudadanía N° XXXXXXXXXX, acto que fue notificado (Indicar medio de notificación: si es personal, por aviso o portal web y la fecha); es decir, que desde (Indicar fecha en la que inició el término para presentar los alegatos y la fecha en la que terminó), el (la) presunto (a) contaba con diez (10) días hábiles siguientes a la notificación de dicho acto administrativo para presentar los alegatos finales, como segunda y última oportunidad para ejercer su derecho de defensa dentro del proceso administrativo sancionatorio. Sin embargo, el(la) investigado(a) presentó escrito de alegatos (Indicar si el presunto infractor aportó descargos, la fecha y el radicado). En este orden de ideas, y, con fundamento en el material probatorio ya referenciado, se encuentran acreditados para esta dependencia los siguientes hechos:

(Relacionar los hechos que se debieron probar, y los que efectivamente quedaron probados con las pruebas que reposan en el expediente)
III. NORMAS INFRINGIDAS
La Ley 9 de 1979, es la norma marco de las acciones de carácter sanitario que contribuyen en le preservación, restauración y mejoramiento de las condiciones sanitarias relacionadas con la salud humana, por cuanto establece las normas generales para los productos, servicios y establecimientos objeto de inspección y vigilancia, así como los procedimientos y medidas sanitarias que se deben aplicar para su control.

De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, el derecho a la libertad económica y el desarrollo de la iniciativa privada no son absolutos, ni existe una barrera infranqueable a la intervención del Estado, ya que estos deben ejercerse dentro de los límites del bien común, el interés social, el ambiente y el patrimonio cultural de la nación en los términos que señale la ley, lo que justifica la exigencia de medidas de salubridad a los particulares para el desarrollo de la actividad empresarial.

Las acciones de inspección, vigilancia y control sanitario, son una función esencial asociada a la responsabilidad estatal y ciudadana de proteger la salud individual y colectiva, consistente en el proceso sistemático y constante de verificación de estándares de calidad e inocuidad, monitoreo de efectos en salud y acciones de intervención en las cadenas productivas, orientadas a eliminar o minimizar riesgos, daños e impactos negativos para la salud humana por el uso y consumo de bienes o servicios.

En tal virtud, el juicio de responsabilidad, en este caso se reduce a dilucidar si los incumplimientos a la normatividad sanitaria por parte del investigado quebrantaron sus obligaciones como garante de las condiciones sanitarias del establecimiento, tornándose en ilícito su actuar, o sí aquel obró amparado en una causal de eximente de responsabilidad, problemas cuyo estudio emprende esta dependencia.

En torno a lo anterior, la constitución política nos indica que, serán responsables de acuerdo con la Ley, quienes en la producción y en la comercialización de bienes y servicios, atenten contra la salud, la seguridad y el adecuado aprovisionamiento a consumidores y usuarios.

Así, en el caso examinado, observa esta Subsecretaría que se presentó quebrantamiento de los objetivos que busca la normativización de ciertos deberes de los ciudadanos, en especial, de los comerciantes que tienen obligaciones como garantes de las condiciones sanitarias, y si bien es cierto, la Constitución Política, nos dice que la actividad económica y la iniciativa privada son libres, también aclara, que dicha actividad, debe realizarse dentro de los límites del bien común.

En consecuencia, como quiera que no se desvirtuaron los hechos que originaron la presente actuación, encuentra acreditado esta Subsecretaría violación a la normatividad sanitaria, vulnerando (Relacionar la normatividad vulnerada mencionada en la formulación de cargos).
De la anterior reseña es posible establecer las siguientes conclusiones: 

(Manifestar si se infringió o no la normatividad sanitaria, si el presunto infractor es responsable administrativamente).
IV. DE LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD

Del contenido de la norma se desprende que las medidas sanitarias se imponen sin perjuicio de las sanciones a que haya lugar, como quiera que sean de carácter preventivo, medidas que difieren de las sanciones referidas en el artículo 577 de la Ley 9 de 1979, modificado por el artículo 98 del Decreto Ley 2106 de 2019, las cuales son la calificación efectiva de la falta, culminado el proceso sancionatorio. 

(Indicar la medida aplicada y su definición)
Ahora bien, las pruebas que se tienen dentro del procedimiento permiten observar que la medida preventiva (Indicar cuál fue la medida aplicada) por la Secretaría de Salud y Protección Social del Municipio de Itagüí, se encontraba plenamente justificada, en razón en que al momento de realizar la visita y la inspección correspondiente, (Manifestar los motivos que llevaron a imponer la medida). 

En torno a este aspecto resulta pertinente señalar que, las medidas preventivas tienen como fin conjurar, prevenir o impedir la ocurrencia de hechos nocivos para la salud pública o la existencia de situaciones de riesgo, estas son de aplicación inmediata, no exigen formalismos especiales y no son de naturaleza sancionatoria, y tal como lo señala el artículo 576 de la Ley 9 de 1979, se aplicará sin perjuicio de las sanciones a que haya lugar. 

V. RAZONES DE LA SANCIÓN

Es de puntualizar que la acción administrativa se contrae a reprochar el incumplimiento a las disposiciones sanitarias consumadas para la época de los hechos, esto es, para el (Indicar la fecha de ocurrencia de los hechos), fecha en que se tiene plena certeza, que la normatividad sanitaria no era observada, así se desprende del acta de visita (Indicar número, fecha y enfoque de riesgo) lo que generó un riesgo a la salud pública y, por consiguiente el establecimiento de comercio debe ser sancionado en atención a los principios de proporcionalidad y racionalidad consagrados en la Ley 1437 de 2011. 

Por sanción ha de entenderse entre otras acepciones “la consecuencia que impone la administración frente a una conducta catalogada como ilegal”; la sanción administrativa tiene por finalidad evitar la comisión de infracciones, buscando de este modo preservar los bienes jurídicos que el legislador decidió proteger, como en este caso la salubridad.

El derecho administrativo por su naturaleza cuenta con la facultad de sancionar a las personas naturales o jurídicas por actos violatorios de las normas, imponiendo sanciones, esta potestad que busca encaminar la conducta de las personas cuando trasgreden disposiciones que deben ser cumplidas de manera perentoria, manifestándose dicha facultad en la aplicación de sanciones de tipo económico como resultado del debido proceso y teniendo en cuenta el principio de proporcionalidad.

5.1 DOSIMETRÍA DE LA SANCIÓN 

Se atenderá a los principios de igualdad, equidad, proporcionalidad y justicia social, sopesando el bien particular frente al interés general violentado. Por lo que en este acto se conmina al sancionado al acatamiento de las normas higiénico-sanitarias, y no esperar la visita de las autoridades de salud, para cumplir o corregir aquello que a diario puede generar un riesgo a la salubridad.

Para continuar con el análisis, es necesario verificar la existencia de circunstancias y criterios que permitan graduar la sanción a imponer por las infracciones sanitarias en que incurrió el administrado, de acuerdo con lo establecido en el artículo 50 de la ley 1437 de 2011 que reza: 

“ARTÍCULO 50. GRADUACIÓN DE LAS SANCIONES. Salvo lo dispuesto en leyes especiales, la gravedad de las faltas y el rigor de las sanciones por infracciones administrativas se graduarán atendiendo a los siguientes criterios, en cuanto resultaren aplicables:

1. Daño o peligro generado a los intereses jurídicos tutelados.

2. Beneficio económico obtenido por el infractor para sí o a favor de un tercero.

3. Reincidencia en la comisión de la infracción.

4. Resistencia, negativa u obstrucción a la acción investigadora o de supervisión.

5. Utilización de medios fraudulentos o utilización de persona interpuesta para ocultar la infracción u ocultar sus efectos.

6. Grado de prudencia y diligencia con que se hayan atendido los deberes o se hayan aplicado las normas legales pertinentes.

7. Renuencia o desacato en el cumplimiento de las órdenes impartidas por la autoridad competente.

8. Reconocimiento o aceptación expresa de la infracción antes del decreto de pruebas.” (negrillas fuera del texto original) (Poner en negrilla el numeral aplicable al caso)
De lo anterior y de las pruebas que reposan en el expediente, se puede establecer entonces que la conducta de reproche se encuentra inmersa en los siguientes numerales:

(Estimar la graduación de la sanción que se aplica al caso y explicar)
La sanción con la que se concluye este trámite se impondrá acorde a lo establecido en el artículo 577 de la Ley 9 de 1979, modificado por el artículo 98 del Decreto Ley 2106 de 2019, que consagra las siguientes:

a. Amonestación;

b. Multas sucesivas hasta por una suma equivalente a 10.000 salarios mensuales mínimos legales al máximo valor vigente en el momento de dictarse la respectiva resolución;

c. Decomiso de productos;

d. Suspensión o cancelación del registro o de la licencia, y

e. Cierre temporal o definitivo del establecimiento, edificación o servicio respectivo. (negrillas fuera del texto original) (Poner en negrilla el numeral aplicable al caso)
De acuerdo con lo anterior, este Despacho procede a imponer sanción al (la) señor (a) XXXXXXXXXX, identificado(a) con cédula de ciudadanía N° xxxxxxxx, con (Indicar cuál es la sanción aplicada. si es multa indicar el porcentaje del salario mínimo legal vigente a aplicar (SMLV), el valor en pesos, lo equivalente a unidades de valor tributario (UVT) para el año en que se impone la sanción), por concepto del incumplimiento de las normas sanitarias. 

En mérito de lo expuesto, la Subsecretaría de Salud Pública de la Secretaría de Salud del Municipio de Itagüí Antioquia,

RESUELVE

ARTICULO PRIMERO: DECLARAR ADMINISTRATIVAMENTE RESPONSABLE (Identificar plenamente al responsable y la calidad en la que actúa) al (la) señor (a) XXXXXXXXX identificado(a) con cédula de ciudadanía N° xxxxx, en calidad de propietario(a) y/o representante legal del (Establecimiento de Comercio y/o Instalación Acuática) XXXXXXXXX, ubicado en la XXXXXX del municipio de Itagüí, por concepto del incumplimiento de las normas sanitarias, conforme quedo expuesto en la parte motiva.
ARTICULO SEGUNDO: SANCIONAR al (la) señor (a) XXXXXXXXXXX, identificado (a) con cédula de ciudadanía No. XXXXXXXX con (Indicar la sanción impuesta y el valor en caso de ser una multa), por concepto del incumplimiento de las normas sanitarias.
ARTICULO TERCERO: los valores de las multas impuestas deberán ser cancelados en la secretaria de hacienda del municipio de Itagüí, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la ejecutoria de este acto administrativo (En caso de multa).
PARÁGRAFO: Se le hace saber al sancionado que una vez cancelado el valor de la multa, debe entregar copia del comprobante de pago con sus datos a la Secretaria de Salud y Protección Social, con el fin de evitar un posible proceso de cobro coactivo. (en caso de multa).

ARTÍCULO CUARTO. Los valores de las multas impuestas deberán ser cancelados dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la ejecutoria de este acto administrativo. 

PARÁGRAFO: Se le hace saber al (la) sancionado(a) que, una vez cancelado el valor de la multa, debe entregar copia del comprobante de pago con sus datos a la Secretaría de Salud y Protección social, con el fin de evitar un posible procedimiento administrativo de cobro coactivo.

ARTÍCULO QUINTO: Una vez en firme el presente acto administrativo, sin que se evidencie el pago de la sanción impuesta, se compulsarán copias de lo actuado a la Dirección de Cobro Coactivo para lo de su competencia.

ARTÍCULO SEXTO: NOTIFICAR el contenido del presente acto administrativo al (a) señor (a) XXXXXXXX identificado (a) con cedula de ciudadanía N° xxxxxxxx, en calidad de (Propietario y/o Representante Legal) del (Establecimiento De Comercio y/o Instalación Acuática) denominado XXXXXXXXXXX.

ARTICULO SÉPTIMO: INFORMAR al infractor que contra la presente decisión proceden los recursos de Reposición y de Apelación, que deberán interponerse y sustentarse debidamente dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a su notificación, en la forma y términos establecidos en los artículos 76 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

ARTICULO OCTAVO: La presente Resolución rige a partir de la fecha de su notificación.

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE

 (INDICAR EL NOMBRE DEL SUBSECRETARIO)
Subsecretario de Salud Pública.

Secretaría de salud y protección social.
Proyectó: XXXXXXXXXX
Revisó: XXXXXXXXXXX
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